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les ofrezcan soluciones adecuadas a sus necesidades, o a quienes no tienen un hogar donde residir, encontrándose en 
situación de calle, especialmente en las ciudades de mayor población.

Pero también es importante reseñar que en este año 2024, siguen siendo significativas las situaciones en las que 
grupos de personas ven tambalearse sus economías ante las dilaciones en resolver las ayudas al alquiler o pierden 
expectativas de derechos cuando su reconocimiento de la discapacidad no se realiza en el plazo estipulado. 

Situaciones que ponen de manifiesto las dificultades para la consecución de los objetivos y propósitos de la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible, cuya principal meta está en acabar en los 5 años siguientes con la pobreza a través 
de un desarrollo sostenible. 

Es por ello, que se impone que quienes tienen responsabilidad pública en las políticas que inciden en la consecu-
ción de estos objetivos trabajen conforme a los principios rectores de una buena administración, poniendo a las 
personas en el centro de su atención, ponderando todos los elementos necesarios para favorecer su inclusión en 
la sociedad y resolviendo sin dilaciones las pretensiones de la ciudadanía, especialmente aquellos expedientes 
relacionados con recursos públicos que favorecen la inclusión. 

2.1.4.2.3.1. Personas migrantes
La incorporación de España al grupo de naciones receptoras de inmigrantes, con varias décadas de retraso con respecto 
a otros países europeos, ha supuesto que décadas después nos encontremos en una sociedad multicultural, que si bien 
aporta valores que han de ser compartidos, también se enfrenta a desafíos que deberán ser  gestionados. Una realidad 
marcada, en muchos casos, por un debate economista basado en valoraciones sobre el fenómeno migratorio, tanto 
desde el puno de vista recaudatorio como del gasto público. 

Así, remontándonos a 2005, el Centro de Estudios Andaluces, publicó un estudio sobre el “Impacto de la inmigración 
en las cuentas públicas y el sistema de pensiones en Andalucía: Efectos de medio y largo plazo”, en el que se analizó, 
entre otras cuestiones, datos sobre población, nativa e inmigrante, y flujos migratorios. Incorporó también una hipótesis 
de evolución demográfica y de los principales parámetros del sistema de pensiones, simulando el posible efecto de los 
flujos migratorios sobre el saldo financiero. 

Entre sus conclusiones, exponía que, “si no entrasen inmigrantes de aquí al 2050 el gasto en pensiones sobre el PIB se 
dispararía hasta casi doblarse en ese horizonte temporal”, repercutiendo esta situación en Andalucía y en el conjunto 
del Estado español.

Tras los datos analizados, se deducía que la inmigración no empeoraría “ni mucho menos el saldo financiero de la Se-
guridad Social” sino que sería su aportación la que ayudaría a aliviar, sobre todo a corto plazo, los problemas derivados 
del envejecimiento poblacional. 

En 2020, otro estudio sobre “los perfiles, percepciones y experiencias de las personas migrantes residentes en Andalucía”, 
analiza los resultados de la encuesta realizada a la población migrante residente en Andalucía, con el objetivo principal 
de proporcionar una visión más equilibrada y realista sobre la migración en nuestra región, basada en una información 
clara, objetiva y con base empírica.

Un estudio con una muestra de 779 personas encuestadas, todas ellas titulares de algún tipo de permiso de residencia 
tipificado en la legislación española, siendo que el 75% de los encuestados vivía en España desde hacía más de tres años. 

La mayoría de estas personas habían abandonado su país por razones económicas, aunque una minoría lo hacían por 
motivos de conflicto político o inseguridad. Sin embargo, una vez establecidos en territorio andaluz, su primera necesi-
dad seguía siendo el acceso a un puesto de trabajo y el apoyo económico. Una problemática que se recrudece en caso 
de las mujeres, que decían sufrir mayores tasas de desempleo que los hombres, haciendo más trabajos sin contrato. 

Entre las conclusiones de este estudio, desde el punto de vista habitacional, la mayor parte de ellos no podían mantener 
una vivienda solos, necesitando un  alquiler compartido con más personas, en pisos más bien modestos. 

https://centrodeestudiosandaluces.es/datos/publicaciones/Actualidad01.pdf
https://centrodeestudiosandaluces.es/datos/publicaciones/Actualidad01.pdf
https://publications.iom.int/system/files/pdf/oim-informe-una-mirada-hacia-la-migracion-en-andalucia.pdf
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En cuanto a las relaciones sociales con la comunidad andaluza mostraban “unas expectativas de convivencia bastante 
halagüeñas” ya que “tres de cada cuatro consideran positivo o muy positivo el trato de los andaluces hacia los migran-
tes”. Si embargo una minoría sí había percibido un trato diferencial. 

Unos datos que, al recabarse solo en personas con algún tipo de documentación, no reflejan la situación de cientos de 
personas que, aunque llevan residiendo muchos años en nuestro país, carecen de ella, en ocasiones provocado por las 
trabas administrativas que encuentran. 

Hablamos de quienes llegan a nuestras fronteras por rutas no seguras, y que tras años de permanencia trabajan en 
los hogares de muchas familias andaluzas, en los campos de agricultura intensiva o en otros sectores económicos que 
utilizan esta mano de obra como fuente de un progreso, que no pudiéramos definirlo como “sostenible”.

Así, tras décadas desde las primeras llegadas de migrantes, nos encontramos con una sociedad plural, donde hombres 
y mujeres atraídos por expectativas para mejorar su vida, se han incorporado a nuestros pueblos y ciudades, siendo 
receptores de los derechos que les ampara nuestro ordenamiento jurídico. 

Así, la Agenda 2030 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), que han asumido los Gobiernos de España y de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, consciente de esta realidad, incluye objetivos y metas para “construir el mundo 
y la Europa que queremos”, construyendo un modelo de sociedad en el que se afronten los grandes retos que se nos 
presentan, sin estar guiados por el miedo. 

Según el Plan de Acción para la Implementación de la Agenda, “las respuestas deben estar basadas en los valores 
universales de la justicia, la igualdad, la solidaridad y los Derechos Humanos”. 

Con este objetivo, el Consejo de Gobierno,  aprobó la Estrategia Andaluza para la Inmigración 2021-2025: Inclusión y con-
vivencia, que pretende dar una respuesta a las necesidades que Andalucía tiene ante los procesos de integración de las 
personas migrantes asentadas en nuestra comunidad, así como por la llegada de nuevos flujos migratorios. Retos “que 
han de afrontar con la finalidad de conseguir una sociedad cohesionada en un clima de convivencia que respete la 
diversidad”, y alineada a los ODS de la Agenda 2030. 

En el diagnóstico que sirve de base para definir los objetivos y acciones, se aportan datos sobre las características de la 
población extranjera en Andalucía, que representa el 10,37%, una cifra sensiblemente inferior al del conjunto de España 
con el 15,24%. Las provincias con más población migrante son Málaga y Almería, seguidas de Huelva y Granada. 

Se recoge también, que los principales sectores de actividad en los que trabajan las personas extranjeras en Andalucía, 
son la agricultura y la hostelería, tanto para hombres como para mujeres. El tercer lugar lo ocupa la construcción, para el 
caso de los hombre y el comercio, para el caso de las mujeres. Un empleo que arroja una brecha salarial entre personas de 
nacionalidad española y extranjera, y una temporalidad en las nuevas contrataciones del 95% en la población migrante.

En cuanto a la afiliación a la Seguridad Social, la gran mayoría de las personas inmigrantes está afiliada en el régimen 
general y sólo un 18,1% están dados de alta como trabajadores autónomos. 

Puesto de manifiesto, algunos de los rasgos de la población migrante en Andalucía,  analizaremos algunos de las prin-
cipales dificultades para la inclusión social de estas personas, que hemos conocido a través de las quejas recibidas en 
la Defensoría. Muchas de ellas, referidas a situaciones que deben ser analizadas por el Defensor del Pueblo de España, 
por estar referidas a administraciones de ámbito estatal. 

En otras ocasiones, las quejas están referidas a competencias de organismos de la comunidad autónoma, como son las 
dificultades para acceder a una vivienda, o a la situación de quienes viven en infraviviendas o chabolas en los asenta-
mientos de Huelva y Almería, una cuestión esta última de la que hemos dado cuenta en epígrafes anteriores. 

Nos informan también de las dilaciones para obtener el informe de inserción para aportar a su expediente de regulariza-
ción o de las resoluciones negativas para empadronarse en el lugar donde se reside, que les impide acceder a recursos 
públicos y derechos que les son reconocidos por el ordenamiento español. 

Pero quizá, son los casos de discriminación hacia las personas migrantes los que más llaman la atención en una sociedad 
avanzada, con años de convivencia y una experiencia migratoria de andaluces a otras regiones de España y del extranjero. 

https://transparencia.gob.es/transparencia/dam/jcr:6e0f06b9-a2e0-44c0-955a-dad1f66c11d7/PLAN%20DE%20ACCIÓN%20PARA%20LA%20IMPLEMENTACIÓN%20DE%20LA%20AGENDA%202030.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/inclusionsocialjuventudfamiliaseigualdad/areas/politicas-migratorias/planes-inmigracion.html
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